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[bookmark: _Hlk143780582]ACTO DE ADJUDICACIÓN – Naturaleza jurídica – Características

El acto de adjudicación es la actuación final de la fase del procedimiento de selección, en la cual se manifiesta la voluntad de la Administración de realizar la contratación con uno o varios oferentes determinados. El acto de adjudicación es una de las formalidades más importantes para la configuración del contrato estatal, en la medida que es a partir de ella que se origina la obligación para las partes de celebrar el contrato objeto del procedimiento de selección. Así lo ha anotado la doctrina al señalar que: “con la adjudicación del contrato surge una relación jurídica de la cual se deriva el compromiso para las partes de observar las formalidades propias del perfeccionamiento del contrato”. 

Adicionalmente, tanto la jurisprudencia del Consejo de Estado como la doctrina han distinguido tres (3) características del acto de adjudicación del contrato estatal, que pueden sintetizarse así: i) es un acto administrativo de carácter definitivo y de alcance particular; ii) es irrevocable, por regla general, y iii) es obligatorio, tanto para la entidad contratante como para el adjudicatario.

ACTO DE ADJUDICACIÓN – Carácter vinculante

Como se observa, el acto administrativo de adjudicación es irrevocable y obligatorio para las partes, lo que significa que produce el derecho del adjudicatario para contratar con el Estado y el correlativo deber de la entidad contratante de celebrar el contrato, en los términos fijados en los pliegos de condiciones. En este puno es necesario señalar que, tal regla tiene dos excepciones. Al respecto, el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 trajo consigo un cambio frente al numeral 11 del artículo 30 de la Ley 80, que consiste en prever dos excepciones a la irrevocabilidad del acto de adjudicación, que antes estaba consagrada en términos absolutos.

REVOCACIÓN DIRECTA – Noción

La revocación directa puede definirse como una de las especies de extinción de los actos administrativos en sede administrativa. Esta especie de extinción se diferencia de otras, pues “se trata de un mecanismo de extinción del acto administrativo y de sus efectos que opera por la voluntad de la propia administración. […] Esta figura debe distinguirse […] de la anulación, que es la desaparición o extinción del acto por decisión de autoridad jurisdiccional”.

REVOCACIÓN DIRECTA – Naturaleza Jurídica

La revocación directa puede definirse como una de las especies de extinción de los actos administrativos en sede administrativa. Esta especie de extinción se diferencia de otras, pues “se trata de un mecanismo de extinción del acto administrativo y de sus efectos que opera por la voluntad de la propia administración. […] Esta figura debe distinguirse […] de la anulación, que es la desaparición o extinción del acto por decisión de autoridad jurisdiccional”. Adicionalmente, sobre la particular manera en que el legislador ha reglamentado la revocación directa en Colombia, debe decirse que se trata de un mecanismo unilateral de la administración, otorgado por el legislador para que esta revise sus propias decisiones. 

REVOCACIÓN DIRECTA – Acto de adjudicación – Consentimiento previo

[…] para revocar el acto administrativo de adjudicación de un contrato estatal, cuando se verifique alguna de las dos causales que lo permiten, según el artículo 9, inciso tercero, de la Ley 1150 de 2007, no es necesario obtener “consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo” adjudicatario, como lo ordena el artículo 97 del CPACA. Lo anterior es así, pues el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 consagra un régimen especial de revocatoria directa del acto de adjudicación que no exige permiso del titular. La ausencia de una regla en ese sentido, en el entendido de esta Subdirección, no puede interpretarse como un vacío que deba ser llenado con el CPACA, sino como un régimen jurídico diferente: situación análoga a la que en su momento ocurría con los regímenes de la Ley 80 de 1993 y el CCA.

ACTO DE ADJUDICACIÓN – Revocatoria directa – Debido proceso 

En cuanto a la posibilidad de revocar el acto de adjudicación, el punto de partida no es el artículo 97 del CPACA sino el inciso tercero del artículo 9 de la Ley 1150 de 2007, norma especial que, conforme a la cláusula de salvedad del propio artículo 97 —"salvo las excepciones establecidas en la ley"—, regula íntegramente la materia. Bajo ese régimen, el acto de adjudicación es irrevocable, y solo cede ante la configuración probada de una inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente o de la obtención por medios ilegales. De ello se derivan dos consecuencias simétricas: por una parte, verificada la causal mediante un procedimiento respetuoso del debido proceso, la entidad puede revocar sin consentimiento del adjudicatario; por otra, no verificada la causal —como ocurre cuando la irregularidad es exclusivamente imputable a la entidad—, la revocatoria resulta improcedente aun mediando aquiescencia del particular, pues la irrevocabilidad no está establecida únicamente en su interés individual.

REVOCATORIA DIRECTA – Acto de adjudicación – Obtención por medios ilegales – Alcance 

De igual manera, el Consejo de Estado ha señalado que la administración está facultada para revocar el acto de adjudicación cuando este se haya obtenido mediante “medios ilegales”, entendidos como comportamientos que comprometen la integridad del procedimiento y afectan los principios de transparencia, moralidad y selección objetiva. Dentro de esta categoría, el Consejo de Estado ha incluido expresamente los “actos de corrupción”, al considerar que cualquier práctica corrupta que influya en la decisión de adjudicar —ya sea por soborno, colusión, manipulación de la evaluación o cualquier otra forma de fraude— se enmarca en la noción de “obtención por medios ilegales” y habilita la revocatoria unilateral sin necesidad del consentimiento del adjudicatario. 

En este punto debe precisarse que la interpretación de la expresión obtenido por “medios ilegales” debe realizarse de manera restrictiva, por tratarse de una excepción legal al principio de irrevocabilidad del acto de adjudicación. En esa medida, la configuración de esta causal exige la existencia de actuaciones fraudulentas encaminadas a obtener indebidamente la adjudicación, las cuales, conforme a los ejemplos desarrollados por la Sala de Consulta y Servicio Civil, normalmente se manifiestan mediante conductas atribuibles al adjudicatario o a quienes actúan en su beneficio. En consecuencia, las irregularidades derivadas exclusivamente de errores de apreciación, interpretación o actuación de la administración, sin evidencia de fraude, engaño, ocultamiento deliberado o cualquier otra conducta orientada a alterar ilegítimamente el resultado del procedimiento, no configuran por sí solas la causal excepcional prevista en el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007.

REVOCATORIA DIRECTA – Consentimiento previo – Errores de la Administración – Buena fe 

Desde esta perspectiva, la ilegalidad derivada de la actuación de la entidad constituye un vicio de legalidad del acto de adjudicación, relacionado con la infracción de normas procedimentales dentro del proceso de contratación, la falsa motivación o incluso la desviación de poder. Sin embargo, este tipo de irregularidades no encajan en la categoría de “obtención por medios ilegales” en sentido estricto, pues no implican una conducta dolosa del adjudicatario dirigida a obtener indebidamente la adjudicación. En este sentido, se insiste que la causal de medios ilegales es excepcional y requiere prueba plena de la conducta fraudulenta, de modo que no puede extenderse a errores administrativos, por más graves que sean, si no existe participación o beneficio ilícito del proponente adjudicatario.

En cuanto a la posibilidad de revocar el acto de adjudicación, el punto de partida no es el artículo 97 del CPACA sino el inciso tercero del artículo 9 de la Ley 1150 de 2007, norma especial que, conforme a la cláusula de salvedad del propio artículo 97 —"salvo las excepciones establecidas en la ley"—, regula íntegramente la materia. Bajo ese régimen, el acto de adjudicación es irrevocable, y solo cede ante la configuración probada de una inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente o de la obtención por medios ilegales. De ello se derivan dos consecuencias simétricas: por una parte, verificada la causal mediante un procedimiento respetuoso del debido proceso, la entidad puede revocar sin consentimiento del adjudicatario; por otra, no verificada la causal —como ocurre cuando la irregularidad es exclusivamente imputable a la entidad—, la revocatoria resulta improcedente aun mediando aquiescencia del particular, pues la irrevocabilidad no está establecida únicamente en su interés individual.

SUBSANABILIDAD – Documentos que otorgan puntaje – Improcedencia 

En contraste, cuando la irregularidad deriva exclusivamente de la actuación de la entidad —como sucede con la valoración oficiosa de documentos presentados de manera extemporánea, en abierta vulneración del término preclusivo de la subsanación y con incidencia directa en el orden de elegibilidad del proceso de contratación— no se configura, en principio, un medio ilegal atribuible al particular. En estos supuestos, el vicio corresponde a un incumplimiento de las reglas de subsanabilidad contempladas en el artículo 5° de la Ley 1882 de 2018, el cual establece que se mantiene el criterio del artículo 25, numeral 15 de la Ley 80 de 1993 y el parágrafo 1° del artículo 5° de la Ley 1150 de 2007, normas que reafirman que todo lo que no afecte la asignación de puntaje puede subsanarse. Por tanto, si los requisitos no otorgan puntaje y tienen el carácter de habilitantes para la participación en el proceso de contratación, se entiende que, en principio, son objeto de subsanación.

Ahora bien, debe distinguirse con precisión entre la regla material de subsanabilidad y la regla temporal para ejercerla, pues se trata de dos limitaciones autónomas y acumulativas. La regla material, contenida en el parágrafo 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 5 de la Ley 1882 de 2018, excluye de plano la posibilidad de subsanar aquello que incide en la asignación de puntaje, así como los asuntos relacionados con la falta de capacidad para presentar la oferta y la acreditación de circunstancias ocurridas con posterioridad al cierre del proceso. La regla temporal, por su parte, opera sobre lo que sí es materialmente subsanable y fija como límite el traslado del informe de evaluación. En consecuencia, cuando la irregularidad consiste en valorar oficiosamente documentos que otorgan puntaje aportados con posterioridad al cierre, no se está ante una subsanación extemporánea sino ante la valoración de documentos materialmente no subsanables, hipótesis que resulta aún más gravosa desde la perspectiva de la selección objetiva y de la igualdad entre los oferentes, y que impacta directamente la conformación del orden de elegibilidad.

DOCUMENTOS TIPO – Inalterabilidad – Efectos

Finalmente, conviene precisar que la conclusión anterior no varía por el hecho de que el proceso de contratación se rija por Documentos Tipo. El artículo 1 de la Ley 2022 de 2020, que modificó el artículo 4 de la Ley 1882 de 2018, atribuye a la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente la competencia para adoptar Documentos Tipo de obligatorio cumplimiento, cuyos parámetros son inalterables por las entidades estatales, salvo en los apartados expresamente definidos como variables o de diligenciamiento por la entidad. La inobservancia de esa inalterabilidad —incluida la que se produce al aplicar reglas de evaluación o de subsanación distintas de las previstas en el documento tipo— compromete la legalidad del procedimiento y puede dar lugar a las responsabilidades disciplinarias, fiscales y penales a que haya lugar. Sin embargo, se trata igualmente de un vicio imputable a la entidad y, por sí solo, no traslada al adjudicatario la conducta fraudulenta que exige la causal de obtención por medios ilegales, salvo que se acredite su concertación con los servidores públicos que adelantaron la evaluación.
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Estimado Señor Mendoza: 

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por los Decretos 4170 de 2011 y 1822 de 2019 y de conformidad con las modalidades del derecho de petición contempladas en la Ley 1755 de 2015, así como lo establecido en la Resolución N° 469 del 2025 expedida por esta Agencia, responde la solicitud de consulta del 6 de junio de 2026, en la cual manifiesta: 

“¿La alteración antijurídica del orden de elegibilidad, derivada de la asignación de puntajes mediante la valoración oficiosa de documentos aportados de forma extemporánea que vulneran el régimen preclusivo de
subsanación y la inalterabilidad de los Documentos Tipo, configura y materializa per se la causal excepcional de obtención por 'medios ilegales' requerida para que la entidad active legítimamente su potestad revocatoria unilateral?”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

I. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de sus solicitudes, la Agencia procede a resolver el siguiente problema jurídico: ¿la valoración oficiosa de documentos aportados con posterioridad al cierre del proceso —sea por inobservancia del término preclusivo de subsanación, sea por recaer sobre aspectos materialmente no subsanables— que altera el orden de elegibilidad dentro de un proceso de contratación, configura la causal de revocatoria directa del acto de adjudicación por "obtención por medios ilegales" prevista en el inciso tercero del artículo 9 de la Ley 1150 de 2007?

II. Respuesta:

	En relación con el problema jurídico de su consulta, la determinación de si un acto de adjudicación puede ser revocado directamente por haber sido “obtenido por medios ilegales”, conforme al artículo 9 de la Ley 1150 de 2007, exige una interpretación estricta de esta causal excepcional. La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado —particularmente en los conceptos 2260, 2264 y 2346—, ha señalado que uno de los eventos en los cuales puede configurarse dicha causal corresponde a aquellos casos en los que el adjudicatario obtiene la adjudicación mediante el ocultamiento doloso de circunstancias constitutivas de inhabilidad o incompatibilidad o mediante el suministro de información o documentos falsos, inexactos o incompletos. A partir de estos criterios interpretativos, resulta posible sostener que la causal se refiere, en términos generales, a actuaciones fraudulentas encaminadas a obtener indebidamente la adjudicación. En ese contexto, prácticas como la corrupción, la colusión o el soborno podrían, según las circunstancias acreditadas en cada caso y siempre que hubieren incidido de manera determinante en la obtención de la adjudicación, configurar un supuesto de obtención por medios ilegales. 
Por el contrario, cuando la irregularidad proviene exclusivamente de la administración —como la valoración oficiosa de documentos aportados con posterioridad al cierre, sea porque se recibieron por fuera del término preclusivo de subsanación previsto en la Ley 1882 de 2018, sea porque recaen sobre aspectos materialmente no subsanables por incidir en la asignación de puntaje, con incidencia directa en el orden de elegibilidad del proceso de contratación— el acto puede ser ilegal, pero no se entiende obtenido por medios ilegales, pues se trata de un yerro atribuible a la administración y no de una conducta dolosa del oferente. En tales supuestos, la irregularidad corresponde a un vicio de legalidad del acto, relacionado con la infracción de normas procedimentales, la falsa motivación o incluso la desviación de poder, pero no configura fraude del particular. Por consiguiente, cuando no existe evidencia de dolo, fraude, engaño u ocultamiento atribuible al adjudicatario, la administración carece de habilitación legal para revocar unilateralmente el acto de adjudicación, por no configurarse el supuesto excepcional previsto en el inciso tercero del artículo 9 de la Ley 1150 de 2007, el cual exige que la conducta irregular provenga del beneficiario de la decisión y no de errores, omisiones o actuaciones indebidas imputables a la autoridad contratante.
Bajo esta distinción, la administración no está facultada para revocar unilateralmente el acto de adjudicación cuando el vicio deriva de su propia actuación y no existe evidencia de colusión, engaño o manipulación por parte del adjudicatario. Debe precisarse que el fundamento de esta conclusión no es el artículo 97 del CPACA, sino el propio artículo 9 de la Ley 1150 de 2007, que consagra un régimen especial y más estricto: el acto de adjudicación es irrevocable de manera objetiva, sin que dicha irrevocabilidad sea disponible por la voluntad del adjudicatario. Por ello, fuera de las dos causales taxativas —inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente y obtención por medios ilegales—, la entidad no puede revocar el acto de adjudicación ni siquiera contando con el consentimiento previo, expreso y escrito del titular, pues no se trata de una garantía renunciable en favor del particular, sino de una regla de orden público contractual dirigida a preservar la seriedad del procedimiento de selección, la buena fe y la confianza legítima (artículo 83 de la Constitución Política). El artículo 97 del CPACA opera únicamente como referente sistemático y como fuente de la regla de remisión al juez cuando la administración estima que su propio acto es contrario al ordenamiento. Esta conclusión no varía cuando el proceso se rige por Documentos Tipo, pues la inobservancia de su inalterabilidad, aun comprometiendo la legalidad del procedimiento, sigue siendo un vicio imputable a la entidad.
Por último, cuando la entidad advierte que su propio incumplimiento de las reglas del proceso de contratación afectó la transparencia y la objetividad del procedimiento, la vía idónea para corregir el vicio es acudir al medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, mediante el cual puede demandar su propia decisión ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Para evitar que el contrato se perfeccione o se ejecute mientras se resuelve de fondo la controversia, la entidad debe solicitar la suspensión provisional del acto de adjudicación, medida cautelar que neutraliza temporalmente sus efectos y evita que la ilegalidad se proyecte hacia la celebración o ejecución del contrato. Esta vía está sujeta a un término breve de caducidad —treinta (30) días, por tratarse de un acto proferido antes de la celebración del contrato—, lo que impone a la entidad una especial diligencia.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 



III. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i. El acto de adjudicación es la actuación final de la fase del procedimiento de selección, en la cual se manifiesta la voluntad de la Administración de realizar la contratación con uno o varios oferentes determinados. El acto de adjudicación es una de las formalidades más importantes para la configuración del contrato estatal, en la medida que es a partir de ella que se origina la obligación para las partes de celebrar el contrato objeto del procedimiento de selección[footnoteRef:1]. Así lo ha anotado la doctrina al señalar que “con la adjudicación del contrato surge una relación jurídica de la cual se deriva el compromiso para las partes de observar las formalidades propias del perfeccionamiento del contrato”[footnoteRef:2].  [1:  EXPÓSITO VÉLEZ, Juan Carlos. Forma y contenido del contrato estatal. Serie de Derecho administrativo. Universidad Externado de Colombia. Página 70. ]  [2:  ESCOBAR Gil, Rodrigo. Teoría General de los contratos de la Administración Pública. Bogotá: Legis, 2003. p. 214. ] 

Por su parte, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado ha señalado que “la adjudicación del contrato estatal ha sido entendida jurisprudencial y doctrinalmente como el acto (administrativo) mediante el cual una entidad pública manifiesta su aceptación a la propuesta u oferta presentada por alguno de los participantes en un proceso de selección, y se obliga a suscribir con este el contrato proyectado”[footnoteRef:3]. La referida Corporación ha señalado que la adjudicación del contrato estatal se asemeja a la aceptación de la oferta de los contratos privados, con la diferencia de que aquellos, en virtud de los principios de la autonomía de la voluntad y de la consensualidad, la sola aceptación oportuna perfecciona el contrato suscrito, como regla general, salvo que el contrato privado haga parte de los denominados solemnes y reales, y es fuente de derechos y obligaciones que se hubiesen pactado derivado del mismo.  [3:  CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 15 de agosto de 2017. C.P. Álvaro Namén Vargas. Rad. 2346.] 

Lo anterior, a diferencia de los contratos estatales, dado que, en virtud del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, su carácter es solemne, por cuanto no se perfeccionan con la notificación del acto de adjudicación, de manera que su perfeccionamiento solo se da en la medida en que las partes suscriban el documento que contiene las respectivas cláusulas o estipulaciones, con algunas pocas excepciones[footnoteRef:4]. Esto resulta importante porque el acto de adjudicación no produce en sí mismo las obligaciones y derechos que se desprenden del contrato, pero sí da origen a otras obligaciones y derechos que son recíprocos entre las partes, como por ejemplo, el derecho a suscribir el contrato proyectado, en el plazo acordado y con las previsiones estipuladas en tal documento, en sus modificaciones, adendas, anexos y en la misma propuesta que fue aceptada, siempre que aquella no contradiga el contenido de los documentos del proceso. [4:  Como cuando el contrato estatal se celebra en el exterior, caso en el cual se rige por las leyes del país en donde se perfecciona (“lex loci contractus”), en cuanto a su existencia y validez, y también en cuanto a su ejecución, si así se estipula, a menos que deba cumplirse en Colombia, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 13 de la Ley 80 de 1993. También podría prescindirse del documento escrito en la hipótesis prevista en el inciso cuarto del artículo 41 de la misma ley: “En caso de situaciones de urgencia manifiesta a que se refiere el artículo 42 de esta ley que no permitan la suscripción de contrato escrito, se prescindirá de éste y aún del acuerdo acerca de la remuneración, no obstante, deberá dejarse constancia escrita de la autorización impartida por la entidad estatal contratante.”] 

	Adicionalmente, tanto la jurisprudencia del Consejo de Estado como la doctrina han distinguido tres (3) características del acto de adjudicación del contrato estatal, que pueden sintetizarse así: i) es un acto administrativo de carácter definitivo y de alcance particular; ii) es irrevocable, por regla general, y iii) es obligatorio, tanto para la entidad contratante como para el adjudicatario.
	De lo anterior se coligen varios elementos: i) al ser un acto administrativo, aquel debe ser motivado en forma razonada y suficiente y debe producirse con las formalidades propias de los actos jurídicos; ii) al ser un acto administrativo de carácter definitivo, significa esto que termina el proceso de selección con su producción y se decide de manera definitiva sobre la futura celebración del contrato estatal y, iii) al ser un acto administrativo de alcance particular, la administración está obligada a notificarlo al adjudicatario y comunicarlo a los demás oferentes.
Conforme a lo expuesto, la adjudicación es una de las formalidades principales dentro del recorrido de formación del contrato del Estado, ya que su existencia genera de manera inmediata una relación jurídica que compromete a las partes a celebrar el respectivo contrato. Esto es, firmar un documento en el que conste el acuerdo sobre el objeto y la contraprestación, así como las respectivas previsiones para el correcto desarrollo del objeto contractual[footnoteRef:5]. Así se desprende del artículo 9° de la Ley 1150 de 2007 cuando expresa que “el acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario”. Se concluye entonces que, es una obligación reciproca, esto es, oponible tanto a la Administración como al adjudicatario. [5:  EXPOSITO. Op. Cit. p. 73. ] 

	En relación con la obligatoriedad y la irrevocabilidad del acto de adjudicación del contrato estatal, vale la pena mencionar, en primer lugar, que el numeral 11 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993 –referente a la “estructura de los procedimientos de selección”– preceptuaba originalmente lo siguiente: 

“11. El acto de adjudicación se hará mediante resolución motivada que se notificará personalmente al proponente favorecido en la forma y términos establecidos para los actos administrativos y, en el evento de no haberse realizado en audiencia pública, se comunicará a los no favorecidos dentro de los cinco (5) días calendario siguientes. 

El acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario”. (Énfasis fuera del texto) 

Aunque el numeral citado fue derogado expresamente por la Ley 1150 de 2007 –artículo 32–, la misma norma o regla de derecho contenida allí fue reproducida, con algunas modificaciones importantes, por el artículo 9º de la Ley 1150, que dispone, en su inciso tercero, lo siguiente: 

“Artículo 9o. De la adjudicación. […] El acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario. No obstante lo anterior, si dentro del plazo comprendido entre la adjudicación del contrato y la suscripción del mismo, sobreviene una inhabilidad o incompatibilidad o si se demuestra que el acto se obtuvo por medios ilegales, este podrá ser revocado, caso en el cual, la entidad podrá aplicar lo previsto en el inciso final del numeral 12 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993. […]”. (Énfasis fuera del texto)

Sobre la obligatoriedad y la irrevocabilidad del acto de adjudicación la jurisprudencia del Consejo de Estado se ha manifestado en repetidas ocasiones. Así, por ejemplo, en Sentencia del 13 de junio de 2011, la Sección Tercera sostuvo: 

“[…] Sin embargo, conviene precisar que el acto de adjudicación, en tanto por él se acepta la oferta del oferente favorecido y se concluye el procedimiento licitatorio, en el derecho nacional aunque no perfecciona el vínculo jurídico en tratándose del contrato estatal, es presupuesto sine qua non para la ulterior celebración del respectivo contrato, como que crea la obligación tanto para la administración como para el adjudicatario de elevar a escrito el acuerdo de voluntades. 

De modo que la suscripción no es sino la formalización de la voluntad administrativa de la entidad licitante expresada a lo largo de ese proceso y de la del co-contratante que formuló la oferta seleccionada, en lo que Alessi llama “fase integrativa”, con el fin de lograr el perfeccionamiento del contrato en los términos del artículo 41 de la Ley 80. Con esta perspectiva, el artículo 9º de la Ley 1150 de 2007 establece que el acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario.

Así lo había reconocido, de antaño, la jurisprudencia de esta Corporación: “Los efectos de la adjudicación son bien conocidos, como que se ha afirmado constantemente que, desde que ella se comunica, surge entre adjudicatario y adjudicante una situación contentiva de mutuos derechos y obligaciones, y de la que el contrato no viene a ser sino la forma instrumental o el acto formal”. 

Por manera que, el acto administrativo de adjudicación produce una serie de consecuencias jurídicas respecto de las partes intervinientes en el procedimiento: i) el derecho subjetivo del adjudicatario, como situación excluyente para contratar con el Estado; ii) deber jurídico correlativo del licitante de contratar con el adjudicatario; iii) mantenimiento inalterable de los pliegos de condiciones, entre otros, directamente entroncados con la celebración misma del negocio jurídico” [footnoteRef:6]. (Énfasis fuera del texto) [6:  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 13 de junio de 2011, expediente 19936.] 


Como se observa, el acto administrativo de adjudicación es irrevocable y obligatorio para las partes, lo que significa que produce el derecho del adjudicatario para contratar con el Estado y el correlativo deber de la entidad contratante de celebrar el contrato, en los términos fijados en los pliegos de condiciones. En este punto es necesario señalar que, tal regla tiene dos excepciones. Al respecto, el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 trajo consigo un cambio frente al numeral 11 del artículo 30 de la Ley 80, que consiste en prever dos excepciones a la irrevocabilidad del acto de adjudicación, que antes estaba consagrada en términos absolutos. Tales salvedades serán analizadas a continuación. 

ii. La revocatoria directa puede definirse como una de las especies de extinción de los actos administrativos en sede administrativa[footnoteRef:7]. Esta especie de extinción se diferencia de otras, pues “se trata de un mecanismo de extinción del acto administrativo y de sus efectos que opera por la voluntad de la propia administración. […] Esta figura debe distinguirse […] de la anulación, que es la desaparición o extinción del acto por decisión de autoridad jurisdiccional”[footnoteRef:8]. Adicionalmente, sobre la particular manera en que el legislador ha reglamentado la revocatoria directa en Colombia, debe decirse que se trata de un mecanismo unilateral de la administración, otorgado por el legislador para que esta revise sus propias decisiones[footnoteRef:9].  [7:  SANTOS RODRÍGUEZ. Jorge Enrique. Construcción doctrinaria de la revocación del acto administrativo ilegal. Universidad Externado de Colombia, 2005. p. 27. ]  [8:  RODRÍGUEZ. Libardo. Derecho Administrativo General y colombiano. Vigésima Edición. Tomo II. Editorial Temis, 2017. p. 85. ]  [9:  SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Ob. Cit. Párrafo 1414 y siguientes. ] 

De acuerdo con lo anterior, puede afirmarse que la revocación de los propios actos es una de las prerrogativas otorgadas en el ordenamiento jurídico a las administraciones públicas para lograr el cumplimiento de sus finalidades. En ese marco conceptual es preciso señalar que una de las labores fundamentales del legislador cuando reconoce o crea una prerrogativa es compatibilizar su uso y ejercicio con los derechos de los administrados potencialmente involucrados o afectados. Por lo anterior, en las normas generales sobre procedimiento administrativo, o en otras normas especiales de derecho administrativo que contemplan la institución de la revocatoria directa, existe una decisión particular del legislador que da cuenta de la armonización que se ha hecho, para el caso particular, entre los derechos de los administrados y los intereses públicos en juego. 
El derogado Código de lo Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984, preveía en su artículo 73 que cuando un acto administrativo hubiese creado o modificado una situación de carácter particular y concreto o reconocido un derecho, este no podría ser revocado sin el consentimiento expreso y escrito del respectivo titular. Ello era así, salvo cuando esos actos resultasen como consecuencia de la aplicación del silencio administrativo positivo y se evidenciaba una de las causales de revocación, o si fuese evidente que el acto ocurrió por medios ilegales. Es decir, que los actos administrativos de contenido particular eran en general irrevocables sin consentimiento del titular, salvo cuando se verificara alguna de las dos condiciones recién mencionadas que permitían su revocación, según lo normado por el artículo 73 del CCA.   
De otro lado, las disposiciones que regulaban la contratación estatal contenían una norma especial sobre la posibilidad de revocar el acto de adjudicación. El numeral 11 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993, hoy derogado, disponía que “El acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario”. Nótese cómo la norma citada, sin lugar a duda, contiene un régimen de revocabilidad mucho más estricto que aquel contenido en las normas sobre procedimiento administrativo general vigente para ese entonces. Lo anterior es así, pues mientras el CCA admitía la revocación en dos casos –silencio administrativo y obtención por medios ilegales–, la Ley 80 de 1993 no permitía la revocación ni si quiera en esos casos, pues claramente postulaba la irrevocabilidad del acto de adjudicación en términos absolutos.  
Como se señaló anteriormente, la Ley 1150 de 2007, particularmente su artículo 9, reemplazó esta regla absoluta de irrevocabilidad y estableció dos excepciones. La primera, cuando entre la adjudicación y la suscripción del contrato sobreviene una inhabilidad o incompatibilidad y, la segunda, cuando se demuestra que el acto se obtuvo por medios ilegales. En estos casos, la norma prescribe que “este podrá ser revocado”[footnoteRef:10]. Debe subrayarse que la potestad excepcional de revocatoria está temporalmente acotada: el propio artículo 9 la circunscribe al lapso "comprendido entre la adjudicación del contrato y la suscripción del mismo". Perfeccionado el contrato, la revocatoria del acto de adjudicación resulta jurídicamente inviable, pues el acto previo se integra al negocio jurídico y la eventual ilegalidad debe canalizarse por las causales de nulidad absoluta del contrato previstas en los artículos 44 y siguientes de la Ley 80 de 1993, o bien mediante la facultad de terminación unilateral del artículo 45 ibidem cuando se configuren las hipótesis allí señaladas. [10:  El citado artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 dispone: “ARTÍCULO 9o. DE LA ADJUDICACIÓN. En el evento previsto en el artículo 273 de la Constitución Política y en general en los procesos de licitación pública, la adjudicación se hará de forma obligatoria en audiencia pública, mediante resolución motivada, que se entenderá notificada al proponente favorecido en dicha audiencia.
Durante la misma audiencia, y previamente a la adopción de la decisión definitiva de adjudicación, los interesados podrán pronunciarse sobre la respuesta dada por la entidad contratante a las observaciones presentadas respecto de los informes de evaluación.
El acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la entidad y al adjudicatario. No obstante lo anterior, si dentro del plazo comprendido entre la adjudicación del contrato y la suscripción del mismo, sobreviene una inhabilidad o incompatibilidad o si se demuestra que el acto se obtuvo por medios ilegales, este podrá ser revocado, caso en el cual, la entidad podrá aplicar lo previsto en el inciso final del numeral 12 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993.
Sin perjuicio de las potestades a que se refiere el artículo 18 de la Ley 80 de 1993, en aquellos casos en que la entidad declare la caducidad del contrato y se encuentre pendiente de ejecución un porcentaje igual o superior al cincuenta por ciento (50%) del mismo, con excepción de los contratos de concesión, se podrá contratar al proponente calificado en el segundo lugar en el proceso de selección respectivo, previa revisión de las condiciones a que haya lugar”.] 

Sobre esta nueva regla de origen legal, el Consejo de Estado considera que:

“Como se observa, el cambio principal que trajo esta norma, frente al numeral 11 del artículo 30 de la Ley 80, consiste en prever dos excepciones a la irrevocabilidad del acto de adjudicación, que antes estaba consagrada en términos absolutos. Tales salvedades son: (i) cuando el adjudicatario incurre en una inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente, esto es, posterior a la adjudicación y anterior a la celebración del contrato, y (ii) cuando pueda demostrarse que la adjudicación “se obtuvo por medios ilegales”[footnoteRef:11]. [11:  Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto de 15 de agosto de 2017. C.P. Álvaro Namén Vargas.  Rad. 2346. ] 


El inciso tercero del artículo 9 prevé, además, una consecuencia práctica relevante: revocado el acto de adjudicación por alguna de las dos causales, la entidad podrá aplicar lo previsto en el inciso final del numeral 12 del artículo 30 de la Ley 80 de 1993, esto es, adjudicar el contrato al proponente calificado en segundo lugar en el orden de elegibilidad, siempre que su propuesta resulte igualmente favorable para la entidad y dentro del término allí señalado. Esta habilitación confirma que la revocatoria opera como mecanismo de saneamiento del procedimiento de selección y no como fuente de declaratoria de desierto automático.
Con base en lo dicho puede afirmarse que, las normas vigentes en materia de contratación estatal prevén que el acto de adjudicación es por regla general irrevocable, salvo en las dos situaciones previstas por el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007, en cuyo caso la entidad estatal podrá revocarlo. Se considera importante hacer énfasis en el hecho de que la norma utiliza el verbo podrá, sin indicación de ningún requisito adicional para el ejercicio de la prerrogativa de revocación del acto de adjudicación. 
Esta conclusión permanece inalterada a pesar de que han cambiado las reglas de procedimiento administrativo generales en materia de revocatoria de los actos administrativos. El CPACA estableció un régimen jurídico para la revocación de actos de carácter particular y concreto mucho más estricto que el contenido en el antiguo CCA y que, en alguna medida, se asemeja al que consagrase en su momento el texto original de la Ley 80 de 1993. En efecto, el artículo 97 de la Ley 1437 de 2011 dispone:

“Artículo 97. Revocación de actos de carácter particular y concreto. Salvo las excepciones establecidas en la ley, cuando un acto administrativo, bien sea expreso o ficto, haya creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría, no podrá ser revocado sin el consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titular.
Si el titular niega su consentimiento y la autoridad considera que el acto es contrario a la Constitución o a la ley, deberá demandarlo ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.
Si la Administración considera que el acto ocurrió por medios ilegales o fraudulentos lo demandará sin acudir al procedimiento previo de conciliación y solicitará al juez su suspensión provisional.
PARÁGRAFO. En el trámite de la revocación directa se garantizarán los derechos de audiencia y defensa”.

	Son varios los aspectos de esta norma sobre los cuales debe llamarse la atención. El artículo claramente prevé una regla general y “absoluta” de irrevocabilidad, pues ningún acto puede ser revocado, en aplicación del CPACA, sin consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titular. Ello es así incluso si el acto ocurrió por medios ilegales, en cuyo caso solamente se autoriza a la Administración a no acudir al procedimiento previo de conciliación y a solicitar al juez su suspensión provisional. Las reglas del CPACA tampoco establecieron excepción, como lo hiciera el CCA, para los actos administrativos fictos producidos como consecuencia de un silencio administrativo positivo y en los cuales se evidenciaba una causal de revocación. 
En todos los casos en los cuales la norma aplicable sea el CPACA, entonces, se debe recurrir a demandar el acto administrativo de carácter particular cuando quiera que no se obtenga la autorización expresa del titular para proceder a la revocación. Dicho ello, no puede perderse de vista que la primera frase del artículo 97 del CPACA es “salvo las excepciones establecidas en la ley”. Esto quiere decir que la ley puede contemplar en normas especiales “excepciones” a la regla absoluta de irrevocabilidad sin el consentimiento del destinatario del acto que contiene el Código en mención. 
	Esta regla del artículo 97 ibídem se ajusta perfectamente a la lógica de procedimiento general que tiene el CPACA, cuyas funciones son servir como fuente para llenar vacíos en leyes especiales sobre procedimientos, y ser aplicadas ante la ausencia total de una norma especial. En ese orden de ideas, si una norma especial prevé la posibilidad de realizar la revocación directa, no será necesario recurrir a las normas generales de procedimiento, pues existiría una norma especial que regula la materia y no se evidencia la existencia de un vacío que requiera ser llenado. La diferencia en el régimen jurídico contenido en las normas del CPACA y de la Ley 1150 de 2007 da cuenta del ejercicio de la libertad de configuración del legislador, que adoptó para los dos casos decisiones diferentes teniendo en cuenta los intereses públicos en juego y la tensión entre estos y los derechos de los administrados. 
	Con base en las anteriores consideraciones es posible concluir que, para revocar el acto administrativo de adjudicación de un contrato estatal, cuando se verifique alguna de las dos causales que lo permiten, según el artículo 9, inciso tercero, de la Ley 1150 de 2007, no es necesario obtener “consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo” adjudicatario, como lo ordena el artículo 97 del CPACA. Lo anterior es así, pues el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 consagra un régimen especial de revocatoria directa del acto de adjudicación que no exige permiso del titular. La ausencia de una regla en ese sentido, en el entendido de esta Subdirección, no puede interpretarse como un vacío que deba ser llenado con el CPACA, sino como un régimen jurídico diferente: situación análoga a la que en su momento ocurría con los regímenes de la Ley 80 de 1993 y el CCA.
	Ahora bien, lo anterior quiere decir que, en términos prácticos, la Entidad Estatal debe respetar el debido proceso del adjudicatario cuando pretenda establecer si i) ha sobrevenido una causal de inhabilidad e incompatibilidad entre el acto de adjudicación y la suscripción del contrato o ii) si el acto de adjudicación se obtuvo por medios ilegales. En otros términos, con el objeto de verificar la existencia de alguna de las causales que permite la revocación directa del acto de adjudicación, la Entidad Estatal debe llevar a cabo un procedimiento administrativo en el cual se respeten las garantías de que trata el artículo 29 superior y en particular los derechos de audiencia y defensa del adjudicatario. Este deber no deriva del parágrafo del artículo 97 del CPACA —cuya aplicación queda desplazada por la norma especial—, sino directamente del artículo 29 de la Constitución Política y de los artículos 3 y 34 y siguientes de la Ley 1437 de 2011, que gobiernan el procedimiento administrativo general en aquello no regulado por la norma contractual especial. En consecuencia, la entidad debe adelantar una actuación administrativa en la que comunique al adjudicatario los hechos y fundamentos jurídicos que soportarían la causal, le permita ejercer su derecho de contradicción y aportar y controvertir pruebas, y decida mediante acto motivado susceptible de los recursos que correspondan. Sin embargo, a la finalización de ese procedimiento administrativo, si la Administración verifica la ocurrencia de alguna de estas situaciones, puede proceder a la revocación del acto administrativo de adjudicación incluso si el adjudicatario no otorga su consentimiento para ello. 
Del recuento legal y jurisprudencial efectuado hasta ahora en relación con el acto de adjudicación del contrato estatal, se concluye claramente que, en la actualidad, dicho acto administrativo solamente puede ser revocado cuando se presente alguna de las dos situaciones descritas en el artículo 9º de la Ley 1150 de 2007, o ambas causales simultáneamente, razón por la cual podría afirmarse, en principio, que únicamente en esos casos la Entidad Estatal que ha hecho la adjudicación no estaría obligada a celebrar el respectivo contrato.

iii. Una de las dos causales que habilitan excepcionalmente la revocatoria directa del acto de adjudicación es que este se haya obtenido mediante "medios ilegales". Sobre este punto, la Sala de Consulta y Servicio Civil[footnoteRef:12] ha precisado que uno de los supuestos en que puede configurarse dicha causal ocurre cuando el adjudicatario oculta dolosamente hechos o circunstancias constitutivas de una inhabilidad o incompatibilidad, o cuando suministra información o documentos falsos, inexactos o incompletos destinados a obtener la adjudicación. La utilización de tales ejemplos por la Sala evidencia que la causal se refiere a actuaciones fraudulentas dirigidas a obtener indebidamente el acto administrativo, sin que ello implique que toda irregularidad del procedimiento constituya, por ese solo hecho, un medio ilegal en los términos del artículo 9 de la Ley 1150 de 2007. [12:  Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 10 de agosto de 2015. C.P. ´Álvaro Namen Vargas. Rad. 2260. Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 27 de agosto de 2015. C.P. Álvaro Namen Vargas. Rad. 2264; Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 15 de agosto de 2017. C.P. Álvaro Namen Vargas. Rad. 2386.] 

De igual manera, el Consejo de Estado ha señalado que la administración está facultada para revocar el acto de adjudicación cuando este se haya obtenido mediante “medios ilegales”, entendidos como comportamientos que comprometen la integridad del procedimiento y afectan los principios de transparencia, moralidad y selección objetiva. Dentro de esta categoría, el Consejo de Estado ha incluido expresamente los “actos de corrupción”, al considerar que cualquier práctica corrupta que influya en la decisión de adjudicar —ya sea por soborno, colusión, manipulación de la evaluación o cualquier otra forma de fraude— se enmarca en la noción de “obtención por medios ilegales” y habilita la revocatoria unilateral sin necesidad del consentimiento del adjudicatario[footnoteRef:13].  [13:  Ibídem. ] 

En este punto debe precisarse que la interpretación de la expresión obtenido por “medios ilegales” debe realizarse de manera restrictiva, por tratarse de una excepción legal al principio de irrevocabilidad del acto de adjudicación. En esa medida, la configuración de esta causal exige la existencia de actuaciones fraudulentas encaminadas a obtener indebidamente la adjudicación, las cuales, conforme a los ejemplos desarrollados por la Sala de Consulta y Servicio Civil, normalmente se manifiestan mediante conductas atribuibles al adjudicatario o a quienes actúan en su beneficio. En consecuencia, las irregularidades derivadas exclusivamente de errores de apreciación, interpretación o actuación de la administración, sin evidencia de fraude, engaño, ocultamiento deliberado o cualquier otra conducta orientada a alterar ilegítimamente el resultado del procedimiento, no configuran por sí solas la causal excepcional prevista en el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007. Al respecto, la doctrina expresa:

En adición a lo anterior, basta acudir a lo literal de la expresión” obtuvo por medios ilegales” contenida en la citada disposición, para colegir que el legislador solo permite la revocatoria del acto de adjudicación cuando quien la “obtuvo” lo haya hecho por medio ilegales. Por exclusión lógica derivada de la lectura de la norma, la entidad estatal o un tercero de quien supuestamente pudiera derivar el medio ilegal, no son quienes obtienen la adjudicación; de quien únicamente, se puede predicar la obtención de la adjudicación, es del adjudicatario, luego solo de él puede provenir el medio ilegal para considerar posible la revocatoria del acto por virtud del cual se otorga la adjudicación. 
[…]
Una lectura a la norma comentada podría ubicarnos también en el absurdo de concluir que la regla general de los actos de adjudicación es la revocabilidad y no lo contrario, pues cualquier medio ilegal derivado de cualquier persona (adjudicatario, entidad o tercero) constituiría causal de revocatoria, siendo exacta la situación que si se tratara de la causal de revocatoria de los actos administrativos previstos en el numeral 1° del Artículo 93 del CPACA, caso en el cual resultaría inocua la provisión contenida en el artículo 9 de la Ley 1150 de 2007 relativo a la excepción a la irrevocabilidad del acto de adjudicación comentada[footnoteRef:14].  [14:  BAHAMÓN FALLA, María del Pilar. Revocabilidad de la resolución de adjudicación en los procesos de selección abreviada y en la licitación pública por error de la administración. En: Contratos Estatales. Tomo I. Bogotá: Grupo Editorial Ibañez y Universidad del Rosario, 2022. p. 528. ] 


La determinación de si la actuación descrita configura la causal de obtención del acto administrativo por “medios ilegales” exige distinguir entre las irregularidades imputables al proponente y aquellas atribuibles exclusivamente a la administración. En efecto, esta causal de revocatoria se estructura cuando el adjudicatario incurre en dolo, fraude, colusión o engaño, ya sea ocultando información relevante, presentando documentos falsos o manipulando el procedimiento para obtener una ventaja indebida. 
En contraste, cuando la irregularidad deriva exclusivamente de la actuación de la entidad —como sucede con la valoración oficiosa de documentos presentados de manera extemporánea, en abierta vulneración del término preclusivo de la subsanación y con incidencia directa en el orden de elegibilidad del proceso de contratación— no se configura, en principio, un medio ilegal atribuible al particular. En estos supuestos, el vicio corresponde a un incumplimiento de las reglas de subsanabilidad contempladas en el artículo 5° de la Ley 1882 de 2018[footnoteRef:15], el cual establece que se mantiene el criterio del artículo 25, numeral 15 de la Ley 80 de 1993 y el parágrafo 1° del artículo 5° de la Ley 1150 de 2007, normas que reafirman que todo lo que no afecte la asignación de puntaje puede subsanarse. Por tanto, si los requisitos no otorgan puntaje y tienen el carácter de habilitantes para la participación en el proceso de contratación, se entiende que, en principio, son objeto de subsanación. [15:  ARTÍCULO 5o. Modifíquese el parágrafo 1 e inclúyanse los parágrafos 3, 4 y 5 de artículo 5o de la Ley 1150 de 2007, los cuales quedarán así:
Artículo 5o. De la selección objetiva.
(...)
PARÁGRAFO 1. La ausencia de requisitos o la falta de documentos referentes a la futura contratación o al proponente, no necesarios para la comparación de las propuestas no servirán de título suficiente para el rechazo de los ofrecimientos hechos. En consecuencia, todos aquellos requisitos de la propuesta que no afecten la asignación de puntaje, deberán ser solicitados por las entidades estatales y deberán ser entregados por los proponentes hasta el término de traslado del informe de evaluación que corresponda a cada modalidad de selección, salvo lo dispuesto para el proceso de Mínima cuantía y para el proceso de selección a través del sistema de subasta. Serán rechazadas las ofertas de aquellos proponentes que no suministren la información y la documentación solicitada por la entidad estatal hasta el plazo anteriormente señalado.
Durante el término otorgado para subsanar las ofertas, los proponentes no podrán acreditar circunstancias ocurridas con posterioridad al cierre del proceso.
(...)
PARÁGRAFO 3. La no entrega de la garantía de seriedad junto con la propuesta no será subsanable y será causal de rechazo de la misma.
PARÁGRAFO 4. En aquellos procesos de selección en los que se utilice el mecanismo de subasta, los documentos referentes a la futura contratación o al proponente, no necesarios para la comparación de las propuestas, deberán ser solicitados hasta el momento previo a su realización.
PARÁGRAFO 5. En los procesos de contratación, las entidades estatales deberán aceptar la experiencia adquirida por los proponentes a través de la ejecución de contratos con particulares.
] 

Ahora bien, debe distinguirse con precisión entre la regla material de subsanabilidad y la regla temporal para ejercerla, pues se trata de dos limitaciones autónomas y acumulativas. La regla material, contenida en el parágrafo 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 5 de la Ley 1882 de 2018, excluye de plano la posibilidad de subsanar aquello que incide en la asignación de puntaje, así como los asuntos relacionados con la falta de capacidad para presentar la oferta y la acreditación de circunstancias ocurridas con posterioridad al cierre del proceso. La regla temporal, por su parte, opera sobre lo que sí es materialmente subsanable y fija como límite el traslado del informe de evaluación. En consecuencia, cuando la irregularidad consiste en valorar oficiosamente documentos que otorgan puntaje aportados con posterioridad al cierre, no se está ante una subsanación extemporánea sino ante la valoración de documentos materialmente no subsanables, hipótesis que resulta aún más gravosa desde la perspectiva de la selección objetiva y de la igualdad entre los oferentes, y que impacta directamente la conformación del orden de elegibilidad.
En cuanto al término para subsanar, la Ley 1882 de 2018 fijó una regla general y una excepción. La regla general es que el límite para que la entidad solicite y para que el proponente subsane es hasta el término de traslado del informe de evaluación que corresponda a cada modalidad de selección. La excepción es que el límite anterior no aplica para los procesos de mínima cuantía y para aquellos procesos de selección a través del sistema de subasta; en el último los documentos o requisitos subsanables pueden y deben solicitarse hasta el momento previo a la celebración de la audiencia. En cuanto al proceso de mínima cuantía, el Decreto 1082 de 2015 modificado por el Decreto 1860 de 2021, en su artículo 2.2.1.2.1.5.2., numeral 5° dispone que los proponentes podrán subsanar sus ofertas hasta antes que finalice el traslado del informe de evaluación, en el evento que la entidad estatal en la invitación y en los documentos del proceso no haya establecido dicho término. 
La eventual subsanación realizada por fuera de las reglas previstas en la Ley 1882 de 2018 constituye, en principio, un yerro atribuible a la administración y no una conducta dolosa del oferente. Solo sería posible predicar la existencia de “medios ilegales” si se demuestra, de manera clara y suficiente, la presencia de un acuerdo fraudulento entre el proponente y los funcionarios encargados de verificar los requisitos habilitantes y los criterios de evaluación. Únicamente una concertación de esa naturaleza permitiría transformar la irregularidad administrativa en una actuación deliberada orientada a manipular el resultado del proceso de selección.
No obsta a lo anterior que el documento valorado extemporáneamente haya sido aportado materialmente por el proponente. La presentación tardía de un documento no constituye, por sí misma, una conducta fraudulenta en los términos analizados, pues no comporta engaño, falsedad ni ocultamiento: el proponente aporta un documento auténtico y la entidad conserva íntegro el deber de rechazarlo por extemporáneo o por recaer sobre un aspecto no subsanable. El desvalor jurídico se concentra, entonces, en la omisión del deber de verificación objetiva que corresponde a la administración. Cuestión distinta sería que se acreditara que el aporte tardío obedeció a un acuerdo previo con los servidores públicos encargados de la evaluación, o que el documento fuera falso o inexacto, supuestos en los cuales sí podría estructurarse la causal, siempre bajo estándar de prueba plena y previo agotamiento del procedimiento administrativo con garantía de audiencia y defensa.
Desde esta perspectiva, la ilegalidad derivada de la actuación de la entidad constituye un vicio de legalidad del acto de adjudicación, relacionado con la infracción de normas procedimentales dentro del proceso de contratación, la falsa motivación o incluso la desviación de poder. Sin embargo, este tipo de irregularidades no encajan en la categoría de “obtención por medios ilegales” en sentido estricto, pues no implican una conducta dolosa del adjudicatario dirigida a obtener indebidamente la adjudicación. En este sentido, se insiste que la causal de medios ilegales es excepcional y requiere prueba plena de la conducta fraudulenta, de modo que no puede extenderse a errores administrativos, por más graves que sean, si no existe participación o beneficio ilícito del proponente adjudicatario.
En cuanto a la posibilidad de revocar el acto de adjudicación, el punto de partida no es el artículo 97 del CPACA sino el inciso tercero del artículo 9 de la Ley 1150 de 2007, norma especial que, conforme a la cláusula de salvedad del propio artículo 97 —"salvo las excepciones establecidas en la ley"—, regula íntegramente la materia. Bajo ese régimen, el acto de adjudicación es irrevocable, y solo cede ante la configuración probada de una inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente o de la obtención por medios ilegales. De ello se derivan dos consecuencias simétricas: por una parte, verificada la causal mediante un procedimiento respetuoso del debido proceso, la entidad puede revocar sin consentimiento del adjudicatario; por otra, no verificada la causal —como ocurre cuando la irregularidad es exclusivamente imputable a la entidad—, la revocatoria resulta improcedente aun mediando aquiescencia del particular, pues la irrevocabilidad no está establecida únicamente en su interés individual.
Por consiguiente, cuando la entidad advierte que, por un error propio, alteró ilegalmente el orden de elegibilidad y vulneró los principios de transparencia y selección objetiva, no le es dado corregir el vicio mediante revocatoria directa, con independencia de la posición que asuma el adjudicatario frente a ella. En este escenario, la vía idónea para corregir el vicio es acudir al medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho previsto en el artículo 138 del CPACA, mediante el cual la entidad demanda su propio acto ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo para obtener su anulación. Además, para impedir que el contrato se perfeccione o ejecute mientras el juez decide de fondo, la entidad debe solicitar la suspensión provisional de los efectos del acto de adjudicación como medida cautelar, con el fin de neutralizar temporalmente sus efectos y evitar que la ilegalidad se proyecte hacia la celebración o ejecución de un contrato afectado desde su origen por un error sustancial en la evaluación de las ofertas.
Ahora bien, esta vía está sujeta a un condicionamiento procesal determinante: por tratarse de un acto administrativo proferido antes de la celebración del contrato, el literal c) del numeral 2 del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011 fija un término de caducidad de treinta (30) días contados a partir del día siguiente a su comunicación, notificación, ejecución o publicación, según el caso. Vencido ese término sin que se haya presentado la demanda, y celebrado el contrato, el acto de adjudicación solo podrá controvertirse a través de la pretensión de nulidad absoluta del contrato, conforme al parágrafo del artículo 141 del mismo estatuto. A ello se suma una precisión que la entidad debe considerar al planear su actuación: el inciso tercero del artículo 97 del CPACA exonera del procedimiento previo de conciliación únicamente cuando la administración estima que el acto ocurrió por medios ilegales o fraudulentos, hipótesis que, conforme a lo expuesto, no se configura cuando la irregularidad es exclusivamente imputable a la entidad. En consecuencia, en ese escenario la conciliación extrajudicial opera como requisito de procedibilidad, sin perjuicio de que su solicitud suspenda el término de caducidad en los términos previstos en la normativa que regula la materia.  Esta circunstancia impone a la entidad una especial diligencia, pues la corrección del vicio depende de una actuación oportuna.
Finalmente, conviene precisar que la conclusión anterior no varía por el hecho de que el proceso de contratación se rija por Documentos Tipo. El artículo 1 de la Ley 2022 de 2020, que modificó el artículo 4 de la Ley 1882 de 2018,  atribuye a la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente la competencia para adoptar Documentos Tipo de obligatorio cumplimiento, cuyos parámetros son inalterables por las entidades estatales, salvo en los apartados expresamente definidos como variables o de diligenciamiento por la entidad. La inobservancia de esa inalterabilidad —incluida la que se produce al aplicar reglas de evaluación o de subsanación distintas de las previstas en el documento tipo— compromete la legalidad del procedimiento y puede dar lugar a las responsabilidades disciplinarias, fiscales y penales a que haya lugar. Sin embargo, se trata igualmente de un vicio imputable a la entidad y, por sí solo, no traslada al adjudicatario la conducta fraudulenta que exige la causal de obtención por medios ilegales, salvo que se acredite su concertación con los servidores públicos que adelantaron la evaluación.

iv. Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a los errores en la verificación de requisitos habilitantes y en la asignación de puntaje dentro del proceso de selección debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 

IV. Referencias normativas:

	· Constitución Política de 1991, artículos 29 y 83.
· Ley 80 de 1993, artículos 30, 40, 41, 44 y 45.
· Ley 1150 de 2007, artículos 5 y 9.
· Ley 1437 de 2011, artículos 3, 34, 93, 97, 137, 138, 141 y 164.
· Ley 1882 de 2018, artículo 5. 
· Ley 2022 de 2020, artículo 1. 
· Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.5.2.
· Decreto 1860 de 2021. 



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se pronunció sobre la revocatoria del acto de adjudicación en los Conceptos C‑524 del 18 de agosto de 2020, C‑549 del 28 de agosto de 2020, C‑363 del 14 de septiembre de 2021, C‑618 del 5 de octubre de 2022, C‑633 del 25 de octubre de 2022, C‑750 del 1 de diciembre de 2022, C‑252 del 7 de julio de 2023, C‑770 del 5 de diciembre de 2024, C‑988 del 28 de enero de 2025, C‑063 del 3 de marzo de 2025, C‑999 del 28 de julio de 2025, C‑1052 del 11 de agosto de 2025 y C‑557 del 18 de mayo de 2026, entre otros. En esta oportunidad se profundiza en la causal de revocatoria por "obtención por medios ilegales", precisando su carácter excepcional y de interpretación restrictiva, sus elementos estructurales —en particular la exigencia de una conducta fraudulenta imputable al adjudicatario— y su delimitación frente a los vicios de legalidad derivados de actuaciones exclusivamente imputables a la entidad contratante. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/conoce-la-relatoria 

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes  competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Por último, aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,
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